LAUDO que dicta el Árbitro D. XXXX en el procedimiento de Arbitraje de Derecho nº AR-1/08, promovido por D. XXXX contra la Sociedad Cooperativa “XXXX”, sobre impugnación de varios acuerdos adoptados en el seno de la Asamblea General de la citada Sociedad Cooperativa.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Con fecha 14 de enero de 2.008 se dirigió al Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXX contra la Sociedad Cooperativa “XXXX”, en la que como pretensiones principales, figuraba una cuestión referente a la solicitud de baja voluntaria del compareciente, condicionada al alta de un nuevo socio; las supuestas actividades competitivas del Presidente de la entidad; la impugnación de acuerdos asamblearios que habían sido adoptados mediante votación “a mano alzada”; la no remisión de las actas de asamblea a los socios de la cooperativa, la no remisión de la convocatoria a las Asambleas Generales al demandante y el no cumplimiento por el presidente de la obligación de dimitir con quince días de antelación para poder presentarse a la reelección de su cargo. La demanda iba acompañada de diversa documentación que, una vez admitida como prueba, ha sido objeto de estudio a la hora de dictar el presente Laudo.

SEGUNDO.- Una vez que se dio traslado a la demandada de la solicitud de arbitraje mencionada en el párrafo precedente, con fecha 3 de marzo de 2.008, procedió a presentar contestación, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían, no acompañándose documentación alguna, solicitando el recibimiento a prueba del presente procedimiento de arbitraje de derecho.

TERCERO.- En fecha 27 de enero de 2.009 comparecen las partes, previa convocatoria, en la sede de la Consejería de Trabajo y Empleo (Dirección General de Trabajo e Inmigración) con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa, de acuerdo al artículo 22.2 del Decreto 72/2006, así como para proceder a la proposición de la prueba que a su derecho convenga.

Por la parte actora compareció personalmente D. XXXX, acreditando su identidad con la exhibición de su Documento Nacional de Identidad.

Por parte de la demandada, Sociedad Cooperativa “XXXX”, compareció el representante legal de la misma, en su calidad de Presidente, D. XXXX, exhibiendo un certificado de la Sociedad Cooperativa con las firmas legitimadas notarialmente, acreditando, igualmente, su identidad con la exhibición de su Documento Nacional de Identidad. La Sociedad Cooperativa estuvo asistida por el Letrado D. XXXX.

En el momento de citar por escrito a las partes, se dio traslado al demandante del escrito de contestación de solicitud de arbitraje.

En este mismo acto, D. XXXX, entregó copia de un nuevo escrito de alegaciones que tuvo registro de entrada el 27 de enero de 2.009, presentado ante la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación. Por parte del Árbitro se dio traslado a la demandada del referido escrito.

Se cedió la palabra a las partes comparecientes para que fijaran o aclararan los términos de la cuestión litigiosa, comenzando por el demandante que, en términos generales, reiteró los pedimentos contenidos en el escrito de demanda. A requerimiento del Árbitro para que aclarara la fecha concreta de la celebración de la Asamblea en la que se adoptaron los acuerdos sobre los que ejercía su derecho impugnatorio, el actor manifestó desconocer la fecha de la misma por no tener copia del acta, pero manifestó que podría haberse celebrado en marzo de 2.008. 

Se concedió la palabra a la parte demandada y por parte del Letrado de la Cooperativa, D. XXXX que se afirmó y ratificó en su escrito de contestación en el que, en términos generales, negaba todos los hechos invocados por el demandante.

A continuación se procedió a ofrecer a las partes la posibilidad de proponer la prueba que estimen oportuna. El actor manifestó que no solicitaba la práctica de nuevas pruebas ya que toda la documentación y alegaciones que se habían presentado con sus diversos escritos eran suficientes para el ejercicio de su pretensión y que toda la documentación ya obra en poder del órgano al que se dirige.

Por parte de la demandada, el Letrado de la Sociedad Cooperativa, propuso las siguientes pruebas: aportar por parte de la Cooperativa copia del Acta de la Asamblea General y copia de los Estatutos Sociales de la misma, el interrogatorio del demandante y del Presidente de la demandada, testifical del Sr. Secretario de la Cooperativa, D. XXXX, y del Vocal D. XXXX

Fueron admitidas todas las pruebas solicitadas por la demandada, solicitándose, por parte del Árbitro, que el Libro de Actas de Asamblea General fuera aportado, al menos, diez días antes de la celebración de la vista para poder ser consultado por la parte demandante.

CUARTO.- El día 24 de febrero de 2.009, previa convocatoria de las partes, se celebró el acto de vista con el fin de proceder a la práctica de prueba testifical propuesta, examinar la documental solicitada y, en último lugar, formular las conclusiones que estimasen pertinentes.

En primer lugar se exhibió a D. XXX el libro de Actas de Asamblea General de la referida Sociedad Cooperativa a fin de que determinara qué actas solicitaba que se incorporaran como prueba documental al procedimiento de arbitraje de derecho. Indicando el compareciente que solo pedía que se incorporara como prueba documental la correspondiente al acta de fecha 2 de marzo de 2.008 en la que aparece su firma al pie de la misma, así como unas alegaciones sobre la misma. Como consta en el Acta levantada a raíz de la celebración de dicha Vista, por el Sr. Árbitro se le indicó que esa acta era posterior a la fecha de presentación de la demanda de arbitraje, reafirmándose el compareciente que dicha acta es la prueba documental que a su derecho conviene. Por lo que se acordó su incorporación al expediente como prueba documental.

Igualmente, el demandante, manifestó que se admitiera como prueba documental privada el escrito presentado el día 27 de enero de 2.009, el cual no obstante ya consta en el expediente arbitral.

Posteriormente, y en el mismo trámite de práctica de prueba, se concedió la palabra a la parte demandada, asistida por su Letrado, afirmando que renunciaba a la práctica de la prueba solicitada correspondiente al interrogatorio del demandante, así como a la testifical de D. XXXX y D. XXXX Manteniendo únicamente el interrogatorio del Presidente de la demandada D. XXXX.

Por lo tanto, se inició el interrogatorio del Sr. XXXX, que respondíó a las preguntas del Letrado de la Cooperativa así como a las preguntas que igualmente le formuló la parte demandante de todo lo cual el Árbitro quedó debidamente ilustrado. 

Finalizada la práctica de prueba se concedió la palabra a las partes, comenzando por la demandante, para que formulasen sus respectivas conclusiones, de todo lo cual quedó igualmente ilustrado el Arbitro de este procedimiento.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 144 de la Ley 20/2002, de 14 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece este procedimiento para la resolución de los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenecen.

Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, desarrollando el precepto citado anteriormente, reconoce, en su artículo 3.1 apartado a), legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes están en posesión de la condición de socio de una cooperativa o hubieran perdido la condición de socio en una cooperativa por los hechos que se sometan a arbitraje, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final Primera de los Estatutos Sociales de la Sociedad Cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa.

SEGUNDO.- Entrando a valorar el fondo del asunto, con respecto a la primera cuestión litigiosa planteada en la demanda, esto es, la solicitud de baja voluntaria presentada por el demandante en fecha de 3 de agosto de 2007 condicionando su concesión, de manera expresa, a la admisión como nuevo socio de D. XXXX, debemos indicar con carácter previo que, efectivamente, la redacción del escrito de solicitud de baja voluntaria presentada por el demandante ante la cooperativa estaba expresamente condicionada a la admisión en su puesto, con sus aportaciones, de un nuevo socio. Sin entrar en valoraciones sobre la adecuación o no de imponer condiciones a una solicitud de baja voluntaria y partiendo de la espontaneidad de dicha solicitud, lo que parece claro es que, en la voluntad del demandante, residía la idea de que si el Consejo Rector de la cooperativa no admitía tal pretendido ingreso del nuevo socio, no se daba la condición para que la baja solicitada desplegase sus efectos jurídicos.

Por tanto, habrá que analizar si la petición efectuada por el demandante de ingreso del nuevo socio con la correspondiente transmisión de aportaciones es o no adecuada a los Estatutos Sociales y Ley de Cooperativas.

La respuesta a tal cuestión ha de ser necesariamente negativa. Los Estatutos Sociales de la Cooperativa (artículo 8.2) regulan el procedimiento de admisión de nuevos socios indicando, en primer lugar, como elemento básico y esencial, que el aspirante a socio debe solicitar por escrito dirigido al Consejo Rector su voluntad de ingreso en la cooperativa, acreditando en ese caso que cumple con los requisitos legales para ser socio de la misma. 

En el caso que ahora nos ocupa existe una ausencia absoluta de acto de voluntad directo de la persona que dice ser aspirante a socio, de solicitar, siquiera de tener interés, en su ingreso en la cooperativa. No existe escrito alguno con la firma del referido D. XXXX, ni éste se ha personado en momento alguno en el expediente de baja-ingreso insinuando de manera personal su voluntad de ser socio de la cooperativa. 

La legitimación, por tanto, para solicitar el ingreso, para acreditar el cumplimiento de los requisitos para serlo, para impugnar la decisión del Consejo Rector de denegar una solicitud de ingreso, corresponde al aspirante a socio. Reiterando que dicho aspirante a socio no ha solicitado ni el ingreso, ni consta que haya impugnado la decisión del Consejo Rector de no ser admitido como socio de la entidad. Esta ausencia de estos requisitos ha de condicionar, sin duda, cualquier consideración a realizar sobre esta cuestión.

Siendo esta así, podemos considerar, por tanto, que el ahora demandante, al no ver cumplida la condición impuesta para su solicitud de baja, la misma quedó sin efecto alguno, por lo que mantendría al día de la fecha su condición de socio. Argumento éste que es coherente con los actos posteriores de la cooperativa en relación a dicha baja, pues no consta en el expediente ni que el Consejo Rector hubiese calificado la baja, ni fijado sus efectos, ni que hubiese liquidado las aportaciones al capital social del demandante conforme a las cuentas del ejercicio en que se presentó la solicitud de baja “condicionada”, cuáles eran las correspondientes al ejercicio 2006/2007 ni, lo que es más significativo, haya cuestionado la legitimación activa del demandante para impugnar los acuerdos asamblearios contenidos en el escrito de demanda de este expediente arbitral.

Por todo ello, entendemos que no puede prosperar ninguna acción impugnatoria derivada de esta cuestión, si no únicamente declarar que el demandante sigue siendo socio desde el momento en que no se cumplió la condición por él impuesta expresamente para que la baja surtiese sus efectos.

TERCERO.- El segundo hecho litigioso planteado por el demandante se corresponde con la impugnación de un acuerdo de Asamblea General de la entidad por haberse realizado, según indica, las votaciones a “mano alzada”.

Al no poder determinar que acuerdo impugna el demandante, y teniendo en cuenta la necesidad de fijar con precisión la controversia, en la vista celebrada el 24 de febrero fue exhibido al demandante el libro de Actas de Asamblea General de Sociedad Cooperativa a fin de que determinara qué actas solicitaba que se incorporaran como prueba documental al procedimiento de arbitraje de derecho y por ende, solicitaba su impugnación. El demandante, a pesar de las advertencias realizadas por este Arbitro, precisó que el acta en el que constaban los acuerdos impugnados se correspondía con la de la Asambleas General de fecha 2 de marzo de 2.008 en la que aparece su firma al pie de la misma, así como unas alegaciones sobre el contenido de la misma. 

Teniendo en cuenta que la Asamblea General impugnada se celebró el 2 de marzo de 2.008 y que el escrito de solicitud de arbitraje fue presentado el 14 de enero de 2.008, esto es, antes de la celebración de la misma, es evidente que dicha acta no puede ser tenida en cuenta para sustentar la referida solicitud de impugnación, y por lo tanto, el Laudo no puede fallar sobre hechos ocurridos con posterioridad a la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje. 
No obstante, y a los meros efectos dialécticos e ilustrativos, debemos indicar que la Ley de Cooperativas de Castilla-La Macha no impone como norma general la votación secreta para la adopción de todos y cada uno de los acuerdos que se adopten en una Asamblea General. Más al contrario, el sistema de votación “secreta” se convierte en la excepción a la norma general, pues en el artículo 41.4 se fijan aquellos aspectos que han de ser sometidos necesariamente a votación secreta, siendo, por tanto, el resto de asuntos susceptibles de ser decididos por votación pública, con el único matiz de de que más de un 10% de los votos sociales exija su decisión por votación secreta, extremo éste que no consta acreditado en el presente caso para ninguno de los acuerdos contenidos en el acta aportada al expediente como prueba. 

Por todo ello, el motivo debe ser desestimado.

CUARTO.- La tercera cuestión litigiosa se refiere a la queja que realiza el demandante de sobre el hecho de que la cooperativa no remite las actas de las Asambleas Generales a los socios. Esta cuestión debe correr la misma suerte que las anteriores.

Ni la Ley de Cooperativas ni los Estatutos de la Sociedad Cooperativa demandada establecen la obligación de remitir las actas de las asambleas a todos los socios de la misma. La única previsión al respecto es la referente al derecho de información del socio recogido en el artículo 29.2 letra b) de la Ley consistente en reconocer el libre acceso a cualquier socio para proceder al examen del Libro de Actas de Asamblea General y a que, si lo solicita, se le expida certificación de aquellos acuerdos de la Asamblea sobre los que el socio tenga interés. Evidentemente, como cualquier derecho, éste debe ser ejercido voluntariamente por el socio. Sin su ejercicio, no puede exigirse tal obligación a la cooperativa.

Por todo ello, el motivo debe ser desestimado.

QUINTO.- En cuanto a la controversia suscitada por la presunta realización, por parte del Presidente de misma, D. XXXX, de actividades competitivas con las desarrolladas por la propia Cooperativa, concretamente la venta de herbicidas, debemos indicar que del análisis de la prueba práctica no se ha acreditado, siquiera indiciáriamente, la realidad de tales imputaciones, existiendo sólo manifestaciones de parte sin respaldo probatorio, por lo que igual suerte desestimatoria debe correr este punto.

Pero en cualquier caso y, de nuevo a los meros efectos dialécticos, debemos indicar que en el supuesto teórico de que existiese una causa de incompatibilidad entre una cooperativa y un miembro de su consejo rector o hechos que mereciesen la consideración de falta disciplinaria imputable a un rector, debemos dejar claro que el Laudo arbitral no puede entrar a resolver controversias que deben ser debatidas y resueltas, necesariamente y con carácter previo, en  la “vía intrasocietaria” por los mecanismos y medios que establece la Ley de Cooperativas dentro del ámbito interno de funcionamiento de la Cooperativa, en este supuesto, bien mediante la aplicación del procedimiento disciplinario previsto estatutariamente, cuya competencia corresponde en exclusiva y con carácter indelegable al Consejo Rector, o mediante la aplicación de las normas propias para los supuestos de incapacidad, incompatibilidad o prohibición para ocupar cargos sociales, en cuyo caso será igualmente el Consejo Rector o la Asamblea General los que tendrían competencia para depurar tales causas. 

SEXTO.- Por último y analizando el último motivo de controversia relativo a la citación para las Asambleas Generales y a la dimisión previa de un miembro del consejo rector para presentarse a su reelección para el mismo cargo, debemos indicar igualmente que ambas quejas o impugnaciones no pueden prosperar desde el momento en que las citaciones individuales y personales a los socios para su convocatoria a las Asambleas Generales deben realizarse, además de por los demás medios previstos en el artículo 37 de la Ley de cooperativas, mediante la remisión de una carta al domicilio designado por el socio en la Cooperativa y que debe constar como tal en el Libro Registro de Socios. No se ha acreditado que las citaciones se remitiesen a domicilio diferente del que en ocasiones anteriores y posteriores se hubieren remitido tales convocatorias, por lo que este Arbitro no puede considerar acreditadas tales manifestaciones.

Respecto al cuestionamiento de la elección del cargo del presidente, ante la pretendida necesidad de que para ello fuese necesario dimitir previamente con 15 días de antelación, indicar que según expresa previsión estatutaria la necesidad de dimisión previa se refiere exclusivamente al supuesto de que un miembro del consejo rector “no saliente” con cargo en vigor, decida presentar su candidatura a otro cargo objeto de renovación, en cuyo caso debe renunciar previamente al cargo que actualmente ocupa y, así, su vacante, ser cubierta igualmente en la Asamblea General a celebrar. Pero esta regla no es de aplicación en los supuestos en que vencido un cargo se decida presentarse a la reelección al mismo.

Por todo ello, el motivo debe ser igualmente desestimado.

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, cita el siguiente 

LAUDO ARBITRAL

Desestimar íntegramente las pretensiones formuladas por D. XXXX en su escrito de demanda contra los acuerdos de la Asamblea General de la Cooperativa XXXX, declarando únicamente el mantenimiento de su condición de socio de la Cooperativa al no cumplirse la condición expresa impuesta para su eficacia. 


El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, pudiendo ser anulado, por los motivos previstos en la Ley 60/2003, de Arbitraje, mediante el ejercicio de la correspondiente acción, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente a su notificación.

En Toledo, a 13 de julio de 2.009

EL ÁRBITRO

Fdo. Juan Miguel del Real Sánchez-Flor

